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LA LEY DE ORDENACIÓN DE LA EDIFICACIÓN 
(EDIFICATION ARRANGEMENT LA W)
 





Se completa y amplía la ordenación jurídica de la 
edificación, actualizando el artículo 1.591 del Código Civil; 
la aprobación de un Proyecto de Ley de Ordenación de la 
Edificación en 1995, culminó, con el posteri or desarrollo, 
bajo la Dirección General de la Vivienda, la Arquitectura y 
el Urbanismo, del Ministerio de Fomento, de la Ley de 
Ordenación de la Edificación, en enero de 1999. El nuevo 
texto fue aprobado definiti vamente en octubre de ese mismo 
año, public ándose, como Ley, el 6 de noviembre de 1999. 
Fech a de recepción: I-XII- 99 
100-46 
SUMA1ARY 
The juridical edification arrangement Law has been 
completed bringing up to date the 1.591 artic/e of the Civil 
Code; the approval of an Edification Law Proj ect in 1995, 
culminated with the later development, under the Public 
Works Ministry 's Housing , Architecture and Urbanism 
General Offi ce, in january 1999 The new text was finally 
approved in october of the same year, and was published 
like a Law, in november 6th, 1999. 
1. Antecedentes 
La ordenaciónjurídica de la edifi cación venía regulada de 
forma muy somera por el artículo 1.591 y siguientes del 
Código Civil, con un planteamiento trian gular: el dueño 
de la obra, el arquitecto y el contratista, lo que contrasta 
con la diversidad de agentes que actualmente participan en 
el complejo campo que abarca el proceso de la edificación. 
Por ello esta ordenación ha tenido que ser completada por 
la jurisprudencia para adaptarla a la situación actual , 
ampliando las responsabilidades a otros agentes del 
proceso. 
Igualmente los jueces han tenido que ampliar, a la hora de 
aplicar el citado artículo 1.591 , el concepto de "ruina 
funcional", para poder recoger otros fallos en los edificios 
no estrictamante de ruina estructural. 
No es de extrañar que, ya en el año 1970, hubiera un pri­
mer intento para actualizar este artículo 1.591, tratando de 
adaptarlo a la realidad en que se desarrol1aba la actividad de 
la construcción. 
Hagamos un poco de historia. 
En el citado año 1970, por un acuerdo del Gobierno, se 
constituyó, en el Ministerio de la Vivienda, el "Grupo 
Interministerial de Trabajo para la Seguridad en la 
Edificación" -GITSE- entre cuyos obj etivos figuraba la 
actualización del artículo 1.591 del Código Civil y la 
implantación de un Seguro Obligatorio. 
En 1973, el Grupo había terminado ambas propuestas, 
pero el cese, ese mismo año , del Ministro Vicente Mo rtes 
y del Director General de Arq uit ectura, Ra fael de La Hoz, 
que impulsaron este proyecto, rompió la necesaria 
continuidad administrativa. 
Al cabo de cinco años, -estamos ya en 1978- , se retoma el 
tema dentro del Ministerio nacido como fusión de los 
Ministerios de Obras Públicas y de Vivienda, con la 
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publicación del "Libro blanco sobre edificación", entre 
cuyas propuestas finales se apunta la necesidad de una Ley 
que regule el proceso de la edificación, 
En 1980 se realiza un estudio sobre la viabilidad de una 
Ley General de la Edificación y, a partir de esa fecha, son 
varios los borradores que se van elaborando, sin que 
ninguno llegase a la fase final de redacción. 
En la primavera de 1992 se volvió a retomar el tema de la 
Ley de Ordenación de la Edificación, con la preparación 
de un primer documento que recogía unas Líneas Básicas, 
que fue ampliamente difundido por el sector, recibiéndo­
se numerosas observaciones. 
Al año siguiente se finalizó el primer Borrador, al que 
siguieron otros varios, hasta llegar a un Anteproyecto de 
Ley a partir del cual se inició su tramitación administrati­
va , que culminó con la aprobación de un Proyecto de Ley 
de Ordenación de la Edificación, por el Consejo de 
Ministros, con fecha 28 de diciembre de 1995 . El 9 de 
enero de 1996 llegó a publicarse en el Boletín Oficial del 
Congreso de los Diputados, al finalizar la legislatura, 
cuando ya era inminente la disolución de las Cortes, 
paralizándose, por esa circunstancia, su trámite 
parlamentario. 
2. La Ley de 1999 
Con el nuevo Gobierno , la Dirección General de la Vivien­
da , la Arquitectura y el Urbanismo, del Ministerio de 
Fomento, volvió a iniciar, en febrero de 1998, los trabajos 
para desarrollar la Ley de Ordenación de la Edificación, 
partiendo del Proyecto del anterior Gobierno, con la idea 
de simplificar su texto, reduciendo la Ley a los aspectos 
básicos generales. 
Se llegó así a un primer Borrador, de fecha 11 de junio, 
cuyo texto quedó reducido a 25 artículos de los 51 con 
que contaba el Proyecto de 1995. Este documento se 
remitió a los Consejos y Colegios Profesionales, a las 
Asociaciones y Entidades aseguradoras, a las Asociacio­
nes de Promotores, Constructores y Fabricantes y a los 
Sindicatos, solicitando el envío de observaciones. 
Asimismo se envió a las Consejerías de las 17 Comunida­
des Autónomas y de las dos Ciudades Autónomas, así 
como a la Dirección General de Seguros, al Instituto de 
Consumo y al Ministerio de Justicia, que remitieron 
informes y escritos sobre el citado texto. 
Con las numerosas sugerencias y observaciones al Borrador 
de Ley, se preparó un documento resumen que recopila­
ba , artículo por artículo , los textos alternativos y las 
diferentes propuestas, procediéndose seguidamente a su 
estudio y análisis por un grupo de trabajo de la Direccíón 
eneral, que preparó una versión del Anteproyecto de Ley 
e fecha 21 de septiembre. 
1 número de agentes que están presentes en el sector 
sus intereses, a veces contrapuestos, ha dificultado la 
btención de un texto que satisfaga por completo a todos 
I s colectivos; sin embargo, la necesidad de una Ley que 
rdene el sector, sí se manifestó como un sentir unánime. 
sí como la versión de 11 de junio tuvo la oposición 
ontal de los profesionales de la ingeniería, esta nueva 
ersión de 21 de septiembre , sin colmar las aspiraciones 
q~ é ~tos, tuvo la oposición de arquitectos y arquitectos 
t~CnIco s . 
te tal situació n, el Director General, Sr. Nasarre, soli ci­
t' de los presidentes de las distintas ingenierías y de los 
onsejos de Arquitectos y de Aparejadores y Arquitectos 
écnicos, un texto consensuado de los principales artículos 
bjeto de dis crepancias. 
ientras estos profesiona les celebraban sus reunto­
es, se mantuvieron diversos contactos con la Direc­
i ón General de Seguros y con las asociaciones más 
presentativas del sector asegurador, sobre los artículos 
ue más les afectaban, así como con la Comisión General 
e Codificación del Ministerio de Justicia respecto al 
•gimen jurídico de la Le y. 
inalmente, con fecha 14 de enero de 1999, se entreg ó al 
inistro de Fomento un Protocolo de conclusión sobre el 
teproyecto de Ley, firmado por los Presidentes del 
I onsejo Superior de los Colegios de Arquitectos y del de 
parejadores y Arquitectos Técnicos y la Mesa de la 
geniería , integrada por 17 ingenierías, representadas por 
1 s Presidentes del Colegio de Ingenieros de Caminos, 
anales y Puertos y del Consejo General de Ingen ieros 
dustriales. 
stas conclusiones pasaron a integrarse en el texto de un 
uevo Anteproyecto,junto con las variaciones acordadas 
on la Dirección General de Seguros y el Ministerio de 
usticia, iniciándose , seguidamente, la correspondiente 
t amitación administrativa , hasta su aprobación en el 
onsejo de Ministros de 5 de marzo y su po sterior trasla­
o del Proyecto al Congreso de los Diputados, iniciándose 
sísu debate parlamentario, solicitado por el procedimien­
de urgencia . 
n el Pleno del Congreso de 1 de julio, fue aprobado el 
uevo texto, con la incorporación de las enmiendas que 
eron aceptadas, pasando a la preceptiva tramitación por 
1Senado, donde fue aprobado en su ses ión del día 29 de 
eptiembre y remitido de nue vo al Congreso para su 
probación definitiva, que tuvo lugar el 21 de octubre, 
ublicándose como Ley 3811999, de 5 de noviembre, en el 
OE de fecha 6 de noviembre. 
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3. Razones que justifican la LOE 
Cua tro son, fund amenta lmente, las razones que just ifican 
la Ley de Ordenación de la Edificación. 
En primer lugar , la necesidad de superar la discordancia 
exis tente entre la anac rónica regulación actual del pro ceso 
de la edifi cación y la situación real del sector. 
Es mani fiesto, a es te respec to, que la configuración lega l 
de la ed ificac ión en España ado lece de serias de ficiencias 
que se der ivan , sin duda, de una concepc ión jurídica 
inadecuada a la realidad de nuestros días. 
As i, el Cód igo Civil españo l, regul a insufi c ient ement e e l 
complejo negocio j urídico de la ed ificación a l que 
configura como un contrato de arrendamie nto de obra 
en el que se obse rvan se rias laguna s, como señalábamos 
al pr incipio, fundamentalmente en lo que se refi ere a las 
responsabili dades derivadas de las actuaciones de los 
di ferentes age ntes. 
La edi ficación se ha tecnificado y diversificado, lo que 
hace que interv engan en su desarrollo una amplia gama 
de profesional es que asumen unas específicas obligaciones 
-que rebasan las puramente contractuales- y que exigen 
situarl es, por prescr ipción legal , en un primer plano de 
respo nsabilidad. 
El Defensor del Puebl o, en su info rme emitido durant e e l 
año 1994 , seña laba : 
"Por otra parte , así como el legisl ador ha sentido la 
necesidad soc ial de modificar la Ley de Arr endami ent os 
Urbanos que, po r fin, ha visto la luz en 1994, no ha 
enfocado desde la misma perspectiva la necesidad de 
aprobar la Ley de Ordena ción de la Edificación, cuya 
necesa ria promulgación ha sido tantas veces reiterada por 
es ta inst itución . Se pre cisa una normativa eficaz de 
prote cción legal del adquirente frente a promotores o 
construc tores que carecen de responsabilidad civil prácti­
ca alguna" 
La segunda razón es la falta de una clara regulación de 
la etapa constructiva dentro del proceso de la edifica­
ció n. 
Hay un contras te entre la preocup ación que ha ex istido 
siempre por parte de los gobema ntes de regul ar los temas 
específicos del suelo, de ahí su amplia y tradi cional 
reglamentación ,con elabandono manifiesto, por lo regular, 
de la etapa siguiente de construcción del edificio y su 
posterior explotac ión. 
La última y recient e Ley 611998 sobre régimen del suelo 
y valoraciones, debe tener su continuidad con una Ley que 
complete el proceso de la edificación. 
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En tercer térm ino, se hace también necesario es tab lecer el 
marco general que habilite los mecanismos para recoger 
las inqu ietudes de calidad que hagan posible mejorar la 
construcc ión de los edificios, dando con e llo una mayor 
satis facción a los usuarios, como destinatarios fina les de 
los mi smos. 
A es te respecto , el Instituto de Consumo, en sus informes 
anua les, seña la reiteradamente que lamayoría de las queja s 
present adas en los distintos organismos canali zadores de 
rec lamac iones, t ienen a la viv ienda como la gran 
protagon ista. 
LaComisiónTécnica para la Ca lidad de la Edificación,que 
cuenta con representantes de la Admin istrac ión Genera l 
del Es tado y de las Admi nis trac iones de tod as las 
Comunidades Autónomas, en el document o sobre "El 
Plan de Cali dad de la Vivienda y la Edificación" aprobado 
por la Conferenc ia Sectorial de San Sebasti án de 22 de 
noviembre de 1993, decía, entre otras cosa s: 
"Es un sentimiento generalizado en la sociedad que la 
calida d de las viviendas no es satisfactoria ni proporcio­
nal al esfuerzo económico individual que supone su 
adquisición. 
Los medios de comunicación reflejan con frecuenc ia 
cre ciente la prob lemát ica de los ed ificios, antiguos o 
recientes, que recoge desde defe ctos menores hasta grav es 
problemas es truc tura les o de durab ilidad . 
Las reclamaciones por falta de ca lidad en la edi ficación, 
ocupan el primer lugar entre todos los sec tores , con un 
35% del total. Además , el pla zo de aparició n de los 
defectos es progresivamente más corto y un 40% de estos 
defectos apa rece n dentro de los tres primeros años de 
aca bada la ed ificación. 
Los efectos económi cos, que pueden estimarse, según 
dist intas fuent es, entre el 5% y el 10% de la facturación 
anu al del sector ,supone unas cifras globales entre 200 .000 
y 400 .000 mill ones de pesetas. Esto significa que cada 10 
años el sec tor pierde, por falta de calidad, el equiva lente a 
la pro ducción de un año" . 
y term inaba : 
"El interé s de la soc iedad en general y de los usuarios de 
viviendas en part icul ar , demand a Inexcusabl emente una 
ordenac ión técn ica, administrati va y reglamenta ria que 
haga posib le mejorar la cali dad de los edifici os" 
La Ley pre tende atender de es ta manera a la cada día más 
patente demanda de calidad en la construcción de los 
edificios por part e de la soc iedad, que incide, no sólo en 
los aspectos de seguridad frente a la ruina del edificio, o 
su protección contra el fuego, sino también sobre aquéllos 
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otros derivados del bienestar que se relacionan con el 
medio ambiente y se encaminan,por ejemplo, a la reducc ión 
de los efectos contaminantes debidos al mayor con sumo 
de energía en los ed ific ios, a la protección cont ra el 
ruído, o a la gestión de los res iduos. 
En conc lusió n, esta Ley debe entenderse como una 
respuesta lega l a una reiterada e intensa demanda social 
que afecta rá a todos y cada uno de los ciudadanos que 
habi tan en España como usuarios, tanto de un edifi­
cio des tinado a vivi endas, como del resto de los edifi­
c ios. 
Po r último, cabe señalar que la simple regu lación de 
responsab ilidades de los agentes o la regu lació n de la 
calidad, no son sufic ientes para proteger eficazmente al 
usuario. 
Por todo ello se completa con el establecimiento de un 
sistema de garantías para los adquirentes y usuarios, 
sustentado en el aseguramiento de l edificio frente a los 
daños ocasionados por vicios o de fectos de construcción, 
durante un período de tiempo determinado. 
Esta garantía se estructura de forma que se repa re el daño 
o se indemnice adecuadamente, una vez probado éste, sin 
exigir la determinación pre via del culpab le. 
4. Obje tivo y estructura de la LOE 
El texto se caracte riza porq ue en él se ha realizado una 
amplia simplificació n respecto al proyecto anteri ormen­
te aprobado en diciembre de 1995, reduc iendo la Ley a los 
aspectos bás icos generales . 
Prueba de ello es que , de 51 art ículo s, ha quedado 
finalmente reducida a 20. 
En ella se establece un marco legal y normativo unitario 
del sector de la edificación, con el objetivo de : 
· Mejorar la calidad de los edificios, estableciendo los 
requisitos técnicos básicos que deben cumplir. 
· Identificar a los agentes que desarrollan las dist intas 
actividades y fijar sus ob ligaciones a lo largo del proceso. 
· Regu lar las responsabilidades de los agentes 
intervinientes frente a los daños ocasionados en el edifi ­
cio, en función de los dos puntos anteriores : los requisitos 
técn icos y las obl igaciones. 
· Estab lecer un sis tema de garantías que ofrezca una 
mayor protección al usuario frente a los daño s que se 
produzcan en los edificios. 
desarrollo de la LOE es bastante breve y senc illo. 
espués de la preceptiva exposición de mot ivos , se 
e tructura en veinte art ículos, distribuidos en los cuatro 
e pítulos sigu ientes:
 
Disposiciones Genera les (artículos 1 y 2)
 
1 Exigencias Técnicas y Administrativas de la Edificación
 
( rtículo s 3 a 7)
 
1 1)Agentes de la Edificación (artículos 8 al 16)
 
1 ) Responsabilidades y Garantías (art ículos 17 al 20)
 
S completa con siete disposiciones adicionales, dos 
d sposiciones transitorias , otras dos derogatorias y cuatro 
fi ales. 
5 Contenido del texto de la LOE 
~'os pun tos más destacables de la regulac ión, aparte de su 
o jetivo antes seña lado , son los síguientes: 
a El ámbi to de aplicación se ex tiende al proce so de 
e nstrui r edificios de carácter perm anente, públicos o 
p 'vados, destinados a una serie de usos que se especifican 
e su arti culado, resu ltado d Iacuerdo alcanzado entre los 
p ofesionales de las ramas de arquitectura e ingeniería que 
e mprende , tan to obra s de nueva construcción, como las 
r alizadas en edificios ya ex istentes. 
as insta lacio nes que dan servicio a un edificio y están 
i cluidas en él, no se pueden considerar independi entes 
dFImismo,como pueden ser, porejemplo, las instalaciones 
de suministro de agua, gas y electricidad, las de calefacción, 
I s de ascensores, las de teléfono o las de televisión, así 
e mo el equipa mie nto propio de aseos y cocinas. 
inalmente, matiza aún más, al incluir, dentro de la 
e ifica ción, aquellos elementos de urbanización que están 
a scritos al edificio, sobre los que se tenga derecho de 
p opiedad al quedar reflejados en la compra-venta, como 
p edan ser los accesos, los elementos de ilum inación , el 
obiliario exterior, etc . 
b Se hace una referencia explícita y recordatoria de que 
I s obli gaciones y responsabilidades que los agentes 
t cnen en relación con la prevención de riesgos laborales 
q e afectan a la sal ud y a la seguridad de los trabajadores, 
s regi rán por la Ley 31/19 95 de 8 de noviembre y demás 
disposiciones que la desarrollan, en part icular el Real 
Decreto 1.627/1997 de 24 de Octubre, que establece las
I 
disposiciones mínimas de seg uridad y salud en las obras 
cons trucción , que son transposición de los preceptos 
nte nidos en Directivas comunitarias. 
I 
e 
e Se señala que las Administraciones y las Entida­
e s sujetas a la legi slac ión de co ntratos de las 
dministraciones Públicas, se regirán por ésta y, lo no 
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regulado en ella,por la LeydeOrdenaciónde laEdificación, 
excep ción hecha de las garant ías, al ser la Administración 
garante de sus actuaciones . 
Debe quedar bien claro por tanto que, cuando empresas 
públicas , ya sean del Es tado, Autonómicas o de la 
Admini stración Local, no est én sujetas a la Ley de 
Contra tos de las Adm inistraciones Públicas, la LOE les 
obliga en todo s sus términos, salvo en la suscripción 
obli gatoria de garantías. Esto no impide que dichas 
empresas públicas suscriban los seguros que consideren 
de interés para su actividad , como en la prá ctica ya está 
ocurriendo con algunas empre sas de promoción de 
viviendas que vienen concertando el seguro decenal que 
les ofrece el mercado asegurador. 
d) Establece los requisitos bá sicos de los edificios , 
agrupados en tres partes: los relativos a funcionalidad 
( los espacios, la accesibilid ad para personas discapacitadas 
y el acceso a las telecomun icaciones); a seguridad 
(estructural,de incendios y uso sin riesgo para las personas) 
y, finalmente, de habitab ilidad (higiene y sa lud , prote c­
ción del medio ambiente y del ruido, ahorro de energ ía y 
de otros aspectos cons tructivos y de instalaciones). 
La regulación de los aspectos técnicos de los edificios es 
básica a la hora de pod er es tablecer, con mayor precisión, 
las responsabilidades de los dis tintos agentes intervinien­
tes, así como para las compañías aseguradoras en relación 
con la tipificación de los daños mater iales ocas ionados en 
los edificios. 
La mera enumeración de los requisitos básicos del pun­
to anterior, no es sufícien te y requiere estar acompañado 
del correspondiente desarrollo normativo . 
Parella, la Ley prevé unCódi goTécnico de la Edificación, 
a elaborar por el Gobie rno en un plazo de dos años, seg ún 
se establece en la Disposición Final Segunda . 
e) Define el proyecto para las obras que se incluyen 
en su ámbito de aplicación y contempla dos alternativas . 
Una, que engloba en un sólo documento todo lo nece sari o 
para construir un edi ficio y otra , que se desarrolla en 
varios documentos (proyectos parciales), dejando bien 
claro, en este últ imo caso, la unidad del edi ficio que hay 
que entregar al propietario, para lo cual establece la 
necesidad de la coordinaci ón en tre estos documentos y el 
proyecto generaldeledificio,de formaque no se dupliquen 
los documentos ni los honorarios pro fesional es , 
defendiendo con ello al usuario de una práctica de proyec­
tos descoord inados y so lap ados que en carecen 
innecesariamente la construcción. 
f) Recuerda que, para la promoc ión de un edificio, para su 
construcc ión y su exp lotación, es necesario disponer de 
las preceptivas licencias y autorizaciones administrati­
vas. Asimismo, establece la entrega a la prop iedad de la 
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doc umentaci ón necesaria , tanto para los trámites 
adm in is tra tiv os, como para e l co rr ec to LISO y 
mantenimiento de l edificio, constituyendo todo ello el 
Libro del Edific io. De esta forma se incide sobre 
de recho de los usuarios a la información completa y 
veraz del bien que adquieren, recogido en la Ley 2611984 
de 19 de ju lio, genera l para la defensa de consumidores y 
usuanos. 
g) Se regu la el acto de la recepción de obra, de vital 
importancia en relaci ón con el inicio de los plazos, tanto 
de responsabilidad , como de las garantías que estab lece la 
Ley, recogiendo los dato s mínimos que debe contener un 
acta de recepc ión. 
Es importante observar que la Ley no obliga a que firmen 
el acta de recepción el Director de la obra y el Director de 
la ejecución de la obra, pero sí se especifica que el acta irá 
acompañada nece sariamente de la cert ificac ión final de 
obra suscrita por estos dos agentes, que sirv e de aval de 
que la obra está finali zada. 
h) Se identifican los siguien tes agentes que intervienen en 
el proceso : el promotor, el proyectista, el constructor, el 
director de obra , el director de la ejecución de la obra, las 
entidades y los laboratorios de control de calidad , los 
suministradores de productos y , fina lme nte , lo s 
propietarios y usuarios; se enumeran las obligaciones de 
cada uno de ellos, de las que se derivan las respo nsabili­
dades que se reco gen en el Capítulo siguiente . 
Por la metódica división y la propia denominación de 
los agentes que realiza la Ley, se la ha acusado de 
tradi cional, nada innovadora y ajena a la realidad del 
sec tor, al no contemplar las nuevas figuras que interv ienen 
en el proceso de edificación, como la de promotor­
constructor o las figuras más complejas, como proyecto 
y construcción llave en mano o la direcc ión integrada de 
proyectos . 
Para entend er bien el porqué de esta clas ificación de 
agentes, hay que observar que cada agente se co rre ponde 
con una de las acti vidade s necesari as e invariable s del 
proceso construc tivo. 
A cada una de esta s actividades se le asigna un agente 
determinado, de forma que quede bien seña lado y defini do 
por su actividad dentro del proceso de edificaci ón. 
Así, para promover y finan cia r la actividad inmob iliaria, 
está el promotor. 
Para proyectar el ed ific io, el agente es el proyectista, 
Para ejecutar la obra, está el construc tor. 
Para dir igir la con strucción de lo proyectado, está la 
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dirección facultativa (director de obra y director de la 
ejecución de la obra) 
Para prestar asisten cia técnica al control , figuran las 
entidades y los laboratorios. 
Para proporcionar los productos de construcción a utilizar 
en la obra , están los suministradores. 
Finalmente, cerrando el proceso, para usar y conservar el 
edificio construido, están sus propietarios y usuarios. 
Esta estructuración en agentes permite que, figuras 
complejas, que abarcan varias de estas actividades más 
propicias a diluir responsabilidades, queden identifica­
das por las diversas ac tividades de que son responsables, 
desde el promotor, al ges tor de cooperativas, pasando por 
el promotor-constru ctor, hasta llegar, por ejemplo, a los 
sistemas de contratac ión del proyecto y construcc ión 
llave en mano . 
Una de las nov edades más destacadas de la Leyes la 
importancia que adquiere la figura del promotor, que se 
configura como pie za fund amental entre los agentes, al 
asumir la iniciativa de constru ir y de financiar las obras, 
entre cuyas ob ligaciones destaca la de suscribir un segu­
ro que cubra los daños materia les que pueda sufrir el 
edificio. 
Se de limitan las actuac iones del proyectista , el director de 
obra y el director de la ejecución de la obra , para lo que se 
remite a los distintos usos específicos de los edificios en 
función de sus respectivas especialidades y competencias, 
resultado tambi én del protocolo firmado entre arquitectos 
eingenieros. 
Con esta Ley se regulan, por primera vez, las actuac iones 
de los equipos multidisciplinares en la redacción de 
proyectos y en la dirección facultati va , dando a ésta s un 
valor lega l del que carecían, asumiendo cada profesional 
la titularidad de su trabajo. 
Dentro de las act ividades del constructor, se hace mención 
especial, por su capacitación, aljefe de obr a, así como a la 
obligación de formalizar las subcontratracion es que, en su 
caso , se establezcan en el desarrollo de las obra s, y de 
suscribir las garantías de correcto acabado. 
Es de resaltar, que no se utiliza la denominación de 
"contratista" para el que ejecuta las obra s, a pesar de que 
es la empleada en el artículo 1.591 del Código Civil y en 
la legislación de contratos de las Administraciones. La 
Ley pretende con la denominación de "construc tor", dar 
mayor clar idad al concepto clave de construir el edificio, 
tanto a efectos de sus obligaci ncs, como de sus 
responsabilidades, abandonando una denominación más 
equívoca. 
~ continuación recoge las figuras de las entidades y los 
~I boratorio s de control de calidad. 
unque las dos figuras, "entidades" y "laboratorios", se 
p esenten juntas, como si de un sólo agente se tratas e, 
e nviene establecer claramente sus diferencias para 
i terpretar correctamente el contenido del articulado. 
as empresas comprendidas en el arti culado , son aquéllas 
q le desarrollan su actividad en la edifi cació n, desd e el 
e ntrol de ca lidad del proyecto, al control durante las 
f se s de con strucción (mater ia les , eje cución de los 
e ementos constructivos y de las instal aciones ). 
11 cuanto a los laboratorios, dada la diversidad de 
~ oductos que se incorporan a las obr as, es muy importan­
t conocer su capacidad y los campos tecnológicos que 
a arcan , con el fin de elegir el laboratorio más aprop iado 
los ensayos y pruebas que se precisan. 
iene una particular importancia la mención que realiza la 
ey en este art ícu lo sobre la acreditación ofic ial como 
edio para justificar la capacidad de las entidades de 
ntrol y de los laboratorios. 
i bien, en el caso de las empresas de control , esta 
creditación oficial es, por el momento, inexistente, no 
s icede los mismo con la acredita ción oficial de los 
I boratorios, que está regulada por un Real Decreto del 
-o 1989 y desarrollada por divers as Ordenes que cubren 
iferentes áreas tecno lógicas, todas ellas refrendadas a su 
ez por disposiciones de las 17 Comunidades Autónomas 
n una coordinación conjunta de la Administración Gene­f
r I del Estado y las Administraciones Autonómicas. 
as acreditaciones las con cede la Comunidad Autónoma 
onde esté ubicado el laboratorio y tienen validez en toda 
spaña. Existe un Registro en la Dire cción General de la 
ivienda, la Arquitectura y el Urbanismo , del Mini sterio 
e Fomento y una Comis ión Técn ica , que representa a 
das las Administraciones implicadas, actúa como órga­
o de coordinación de sus actuaciones. 
n la actualidad son cerca de 300 laboratorios los que 
stán acreditados, en toda España, en una o más áreas . 
sta actuación representa un claro ejemplo de cómo 
eben coord inarse las distintas Administracion es para 
umplir con el fin primordial de la Adm inistración de 
ervir al bien común de la Soc iedad por encima de otros 
mtereses 
ebe quedar bien claro, que laacreditación de un laborato­
io no es una patente para poder controlar el conjunto de 
na obra: materiales, instalaciones, pruebas deserv icio, 
ino s implemente. el-~,~~cono cimi ento , por parte de la 
dministración, de que el laboratorio acreditado dispone 
55 
de la dotación de maquinaria y personal necesaria para 
poder realizar los ensayos y las pruebas precisos para el 
control de las técnicas que corresponden a las áreas en que 
esté acreditado. 
La relación de agentes finaliza con las figuras de los 
suministradores de productos, así como las de los 
propietarios y usuarios . 
i) La extensión de la responsabilidad civil de los agentes se 
fija en tres plazos: de 10 años para los daños de tipo 
estructural, tres años para los vicios o defectos que afecten 
a la habitabilidad; y la responsabilidad del constructor, de 
un año, por los daños derivados de vicios de terminación 
oacabado. 
La responsabilidad se exige de modo individual, y 
solidariamente, si no pudiera precisarse el grado de 
intervención en el daño, fijando en dos años el plazo de 
prescripción de las acciones , tanto para exigir 
responsabilidades, como las de repetición contra los 
agentes presuntamente responsables. 
Se establece un sistema de responsabilidad solidaria del 
promotor con los demás agentes , que viene exigida por el 
hecho de ser éste quien inicia el proceso edificatorio y 
adquiere, por tanto, una cierta responsabilidad global al 
determinar y designar a los demás agentes intervinientes, 
debiendo soportar, en principio, sus consecuencias fren­
te al tercero que contrató con él la adquisición o el uso de 
lo construido y sus causahabíentes que, como 
consumidores finales , deben ser protegidos por la Ley . 
La figura del promotor, tal y como queda redactado en la 
Ley, tiene un sentido muy amplio y abarca, desde la 
persona que decide construir su propia casa , los promoto­
res o sociedades promotoras que construyen para vender, 
las promotoras públicas de viviendas, los gestores de 
cooperativas o de comunidades de propietarios, hasta 
cualquierotra figura que intervenga de manera decisiva en 
la promoción. 
j) Ya señalábamos, al exponer las razones que justifican la 
LOE ,que la simple regulacíón de las responsabilidades de 
los intervinientes en el proceso de la edificación y la 
mejora de la calidad de los edificios, no era suficiente si 
se pretendía proteger eficazmente al usuario final del 
edificio. 
Es necesario completar la Ley con unas garantías para el 
consumidor que cubran los gastos de reparación de los 
daños que puedan producirse en el edificio. 
Al decir esto, no es que la Ley considere a los seguros 
como una alternativa a la calidad -lo que sería un grave 
error- sino que considera prioritaria la calidad, para lo cual 
establece los requisitos básicos que deben cumplir los 
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edificios y, a la vez, prevé su desarrollo normativo a través 
del Código Técnico de la Edificación. 
Sin lugar a dudas, el tema de las garantías ha sido el más 
dificil de abordar a la hora de desarrollar la LOE . 
La experiencia un tanto negativa del modelo francés , que 
tuvo su inicio en 1978 con la Ley Spinetta (que contempla 
de forma exhaustiva el aseguramiento obligatorio en la 
construcción pero que, a pesar de diversas reformas y de 
su larga experiencia sigue estando en crisis), ha obligado 
a diseñar unos seguros menos pretenciosos, más realis­
tas y más acordes con el mercado, tanto del sector 
asegurador, como del sector inmobiliario. 
Abrir, en el mercado del seguro, un nuevo producto, 
siempre entraña notables dificultades, que aumentan con 
la incertidumbre propia de los seguros a largo plazo, como 
es el caso del seguro decena!. 
De ahí que se haya optado por una implantación por fases 
para permitir a ambos sectores -asegurador e inmobiliario­
su acoplamiento y acomodo a los preceptos de la LOE, sin 
producir grandes traumas ni excesivo coste. 
La primera fase, a suscribir por el promotor, entrará en 
vigor en la misma fecha que la Ley y tiene la doble 
condición de ser un seguro decenal que cubre los daños 
estructurales y de abarcar sólo a los edificios de vivien­
das. 
Con ello se pretende que queden cubiertos los daños de 
mayor repercusión económica para los propietarios de las 
viviendas, que cuentan también con la ventaja de que son 
seguros que tienen ya alguna experiencia en el mercado 
asegurador. 
Los otros dos aseguramientos que recoge la Ley , el de tres 
años -tarnbi éna cargo del promotor, que cubre los daños 
que afectan a lahabitabilidad- y el de un año, correspondien­
te al correcto acabado de las obras -a suscribir por el 
constructor- quedan, de momento , a iniciativa del propio 
mercadoya la voluntad de las partes. Al igual que el segu­
ro decenal inició su andadura sin más soporte que unos 
tímidos intentos en los borradores de esta Ley, esperamos 
que con estos otros seguros, ya definidos por Ley, aunque 
de momento, no obligatorios, se vaya extendiendo, ya sea 
con nuevas pólizas, o mediante coberturas complementarias 
a la ya existente. 
La experiencia permitirá, con el tiempo, cuando las 
circunstancias y la evolución de los sectores inmobilia­
rio y asegurador lo aconsejen, ampliar, mediante Reales 
Decretos, tanto el seguro decenal -para edificios no 
destinados necesariamente a viviendas- como los otros 
dos supuestos de tres y un año , para los edificios de 
viviendas e, incluso, para el resto de los edificios. 
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Además, estas garantías se complementan con ciertas nor­
mas de cautela para evitar la desprotección de los 
adquirentes , exigiendo determinados requisitos 
específicos para los distintos seguros, así como para la 
escrituración e inscripción en el Registro de la Propiedad 
y para la liquidación de empresas promotoras en el Regis­
tro Mercantil. 
k) La Ley se completa con un conjunto de Disposicio­
nes adicionale s, transitorias y final es , algunas ya 
comentadas y otras que destacamos a continuación .Así , la 
primera Disposición adicional modifica la regula ción de 
la percepción de las cantidades anticipadas en la 
construcción y venta de viviendas por parte de promoto­
res o gestores , regulada en su día por la Ley 57/196 8 de 27 
de julio, cuyos preceptos se completan y actu alizan, 
ampliándose, con rango legal, a todo tipo de viviendas y a 
las promociones en régimen de comunidad de propieta­
rios o sociedad cooperativa. 
La tercera adicional, regula la intervención de los cuerpos 
de ingeni eros de los ejércitos en el ámbito de la Defensa 
y, la cuarta, establ ece las titulaciones requeridas para 
desempeñar la función de Coordinador de Segur idad y 
Salud. 
En las enmiendas introducidas en el Senado, destacan una 
serie de Disposiciones relativas a la actualización de dos 
artículos de la Ley de Expropiación Forzosa, que datan del 
año 1954 , relati vos a la regula ción del derecho de rever­
sión. 
La nueva redacción del artículo 54, recoge los caso s en 
que no procede el derecho de revisión, los difer entes 
plazos para que se pueda soli citar, así como la necesidad 
de que se consi gne , en el correspondiente asiento registral , 
la preferencia del derecho del reversionista sobre el bien 
expropiado. 
La modificación del artículo 55 introduce un sistema para 
valorar y garantizar la indemnización a que tiene derecho 
el expropiado. 
Igualmente se ha incluido una modificación al aparta­
do a) del artículo 2 del Real Decreto Ley 1/1998, de 27 de 
febrero , sobre infraestructuras comunes en los edificios 
para el acceso a los servic ios de telecomunicaciones, con 
el fin de mejorar la libre competencia de los distintos 
operadores y la inclusión de las viviendas situadas en 
urbanizaciones. 
Por otra parte, y en relac ión con la responsabilidad civil de 
los agentes, la Disposición adicional séptima establece, 
que quien resulte demandado puede solicitar, en el plazo 
establecido para contestar la demanda, que ésta se notifi­
que a otros agentes que hayan intervenido, de modo que la 
sentencia pueda, en primera instancia, precisar el grado de 
intervención de cada agente en el daño producido . 
6. Consideración final 
El objetivo de esta Leyes la regulación del proceso de 
edifi cación ,actualizando y completando la configuración 
legal de los agente s que intervienen en el mismo , fijando 
sus obligaciones para establecer sus responsab ilidades y 
mejorar, así , la calidad de la edificación. Para ello se 
incide en los requisitos básicos que deben sati sfacer los 
edifi cios, fijando las garantías para los usuarios con el fin 
de dar , de este modo , cump lim ien to al derecho 
constitucional de los ciudadanos a una vivienda digna y 
adecuada,queseñala elartículo-l7 de nuestra Constitución. 
* * * 
